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Prólogo

"El mundo miente" fue el título de una

crónica nuestra en la que, ironía aparte, quisi­
mos reflejar y desmontar lo que se ha conver­
tido en una simplista y recurrente política
oficial venezolana: desmentir cualquier in­
forme nacional o internacional sobre la si­

tuación de los derechos humanos en el país.
En lugar de investigar las -denundas en

función de la verdad, aplicar correctivos y
sanciones donde y cuando fuere necesario,
cumplir y hacer cumplir los postulados y pre­
ceptos constitucionales, los poderes del
Estado optan a priori por negar los hechos y
descalificar a las organizaciones denuncian­
tes. De esa descalificación, cuando de trata de
grupos, entes o asociaciones civiles naciona­
les, se pasa a la persecución y a la represión.

Esta política, si se le puede llamar así, hace
de la violación de los derechos humanos un

territorio de la impunidad y una conducta
sistemática. Los responsables de atropellos e
ilícitos contra los ciudadanos y el pueblo, que
van desde la privación ilegal de la libertad
hasta la muerte, se sienten apoyados. La vio­
lación de los derechos de esta forma se

retroalimenta y se convierte en un perverso
círculo vicioso.

Cuánto desearían las víctimas de las

desigualdades y del abuso de poder que fuera
el mundo el que mintiera. En otras épocas, la
presión sobre los medios de comunicación
nacionales y la represión contra las organi­
zaciones civiles venezolanas, hacían innece­

sarios los desmentidos oficiales y las descali­
ficaciones de informes e investigaciones. Hoy
día ello resulta más dificil. Lo que dejan de
informar los medios locales, por la razón que
sea, llega a través del satélite o la parabólica.

Es el Gobierno el que queda desmentido en
vivo y directo y, a nuestros medios, les resulta
cada vez más difícil explicar y sostener su
silencio.

En correspondencia y paralelamente con
esta realidad informativa, del seno de la so­
ciedad han surgido organizaciones civiles,
como es el caso y ejemplo de Provea, que han
hecho de la defensa de los derechos humanos

la esencia y el norte de su existencia. En medio,
pues, de una situación difícil y tantas veces
deplorable en cuanto al ejercicio y disfrute de
una vida digna, emergen voces y voluntades
que reivindican y reclaman la restitución yel
respeto permanente de los derechos cofiCtll­
cados.
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Escribimos estas líneas en un contexto

que, para nuestro pesar, las ratifica. Octubre
de 1996 cerró sus días con un balance trágico:
la muerte de 25 reclusos incinerados en el

retén de La Planta, oficialmente conocido
como Casa de Reeducación del Paraíso.

Encerrados en una celda asegurada con can­
dados, les lanzaron bombas lacrimógenas y se
originó el incendio. Allí murieron calcinados,
víctimas de un acto criminal, en el que se
acusan mutuamente los vigilantes carcelarios
y la Guardia Nacional.

Por estos mismos días, la clase política
dirigente estaba enfrascada en una polémica
en tomo a la reforma del Poder Judicial. El

Gobierno central, la Corte Suprema de Justi­
cia y el Consejo de la Judicatura se peleaban
la potestad de dirigir el proceso reformista. El
mismo cuenta con el respaldo fmanciero del
Banco Mundial. Y no se trataba de que esas



instituciones hubieran abierto sus oídos al

clamor popular por una justa administración
de justicia, sino por las presiones de los organ­
ismos multilaterales y de inversionistas ex­
tranjeros que exigían mayor seguridad
jurídica para sus capitales y empresas. La
pugna lo que reflejaba era la lucha de intere­
ses, las resistencias al cambio y la defensa de
añejos y anquilosados privilegios. Lo que
menos importaba era la reforma en función de
una auténtica justicia.

En lo socioeconómico, la Agenda Vene­
zuela, como se denomina el plan de ajuste del
gobierno de Caldera, se vanagloriaba por al­
gunos indicadores macroeconómicos, mien­
tras poco decía con respecto a las cifras e
índices del espectro social. Los derechos bási­
cos a la alimentación, la salud, el trabajo y la
educación, cada día son más negados a mi­
110nes de venezolanos. La represión contra
vendedores ambulantes de cualquier cosa, no
logra disminuir un ápice que el 50 por ciento
de la fuerza laboral pertenezca al l1amado
sector informal de la economía.
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Este contexto no admite desmentidos por­
que hasta las cifras oficiales lo revelan. En

medio del mismo, la persecución policial de
los disidentes -así sean astrólogos para colmo
de la intolerancia-, las detenciones arbitrarias
y la muerte de personas a manos de los cuer­
pos de seguridad, hacen de la crónica de

sucesos y las páginas rojas una impune
cotidianidad. Los ministerios que deben velar
por la justicia y la seguridad de las personas,
sólo se dedican a desmentir los hechos, lo cual
no hace más que disminuir su credibilidad ya
en entredicho.

Este Jnforme Anual de :Provea sobre la
situación de los derechos humanos en Vene­

zuela, más que radiografiar los hechos, busca
abrir caminos de solución, concientizar a la

población y reclamar al gobierno y demás
poderes públicos cumplir y hacer cumplir las
leyes nacionales y los acuerdos internaciona­
les que le garantizan a toda persona una vida
digna, sana y productiva, tanto en lo material
como en lo intelectual y espiritual. Se trata de
derechos inherentes al ser humano; no de dádi­

vas. Derechos cuya violación, en cualquier
parte y circunstancia, nos disminuye a todos.

Cada año nuestro país aparece en el cuadro
negativo de informes provenientes de orga­
nismos internacionales. No nos agrada regis­
trar estos hechos, pero nada hacemos con
desmentirlos. Lo correcto y lo humano es
luchar y trabajar para cambiar esa realidad: en
alimentación, salud, educación, empleo y ad­
ministración de justicia. Es la única forma de
salir de ese ranking negativo de los derechos
humanos. Y también, la única de construir una

nación optimista y una sociedad sin taras y
con porvenir. Es lo que se propone Provea, es
la meta que, por todos, reclama el concurso y
compromiso de todos.

Earle Herrera


